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Nt t t .  REGISTROz L744/L993,

ASITN$O: Recurso de amparo Pro-

movido por don José SamPedro

Pérez.

SOBRE: Sent,encia de la Sala

Segunda del Tribunal SuPremo

que casó y anuLó }a

absolutoria pronunciada por la

Sección Primera de Ia

Audiencia Provincial- de Las

Palmas de Gran Canaria sobre

del i t ,o  f  iscaI .

Presunta vulneración del art.

24 .L  ( t u te ta  j ud i c ia l  e fec t i -

va )  r  25  .L  (  l ega l i dad )  y  L4

( igua ldad )  de  l a  C .E .

La Sala ha examinado }a pieza separada de suspen-

sión, di:nanante de1 recurso de amparo promovido por don José

Sampedro Pérez.

I. ANTECEDENTES

1. Mediante escrito presentado en eL Registro

General- de este Tribunal el 29 de mayo de L993, €1 Procurador

de los Tribunales don Luis Pastor Ferrer, actuando en nombre y

representación de don José Sampedro Pérez, interpuso recurso

de amparo contra ]a Sentencia pronuncj-ada el 9 de marzo de
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L993 por 1a Sala Segunda del- Tribunal Supremo güe, con

estimación del recurso de casación planteado por el Abogado

del Estado contra Ia Sentencia absolutoria dictada por la

Sección Primera de Ia Audiencia Provincial de Las Palmas de

Gran Canaria, casó y anuló Ia misma condenando el recurrente

como autor de un deli to f iscal.

2. La demanda, dir igida contra la Sentencia

pronunciada por la SaLa Segunda del Tribunal Supremo, denuncia

en primer }ugar la vulneración deL derecho a la tutela

jud ic ia l  e fect iva (ar t .  24.1-  C.E.  )  fundándose para e l Io  en gue

la Sent,encia, a través de una interpretación formalista y

restr ict iva de los requisitos procesales, ha denegado eI

acceso al recurso de casacj-ón de un dato que hubiera impedido

la condena del actor: haberse acogido a 1os dispuest,o en Ia

Disposic ión Adic ional  dec imotercera de la  Ley t8 /199L.  Dicha

Iey,  publ icada en eL B.O.E.  después de in terpuesto y

formalizado el recurso de casación por el Abogado del Estado,

hace desaparecer ,  a  ju ic io  del  actor ,  Ia  pos ib i l idad de

san,cionar penal y administrativamente las cuantias

regularizadas mediante 1a suscripción de la Deuda Púb1ica

Especial a que se refiere 1a Disposición Adicional

decimotercera de la misma. Por eJLo, fa negativa del Tribunal

Supremo a pronunciarse al, respect,o con base a la

ext,emporaneidad del alegato, implica una interpretación

formalista, restr ict iva y obst,acuLizadora del derecho a La

tute la jud ic ia l  e fect iva.  La in terpretac ión €sr  además,

arbitraria y carente de justi f icación puesto que se trataba de

un hectro nuevo ajeno a la voluntad de quien 1o alegaba, ya que

nueva era la fey, y La Sentencia recurrida por el Abogado del

Estado era favorabLe a aquél -de aquf que no pudiera

sospecharse una maniobra del recurrente tendente a evitar una

sentencia condenatoria.

En segundo lugar, se sostiene que la resolución
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impugnada conculca eL principio de legalidad reconocido por eI

ar t .  25 .L  de l -a  C.  E.  De un lado,  porque ha desconocido e1

principio de retroactividad de 1a Ley penal más favorable -eI

deli to habrÍa devenido impune por aplicación de la citada

Disposición Adicional decimot,ercera- en contra de Ia propia

jurisprudencia de ]a Sal,a Segunda, y, de otro, porque desde ]a

STC 4511989 t  l a  i ncons t i t uc iona l - i dad  de  l -os  a r t s .  4 .2  y  7 .3  de

la Ley 44/L978 hace imposible f i jar la cuota tr ibutaria

def raudada, elemento éste del t , ipo del del- i to f iscal.

Por últ imo, se alega que la Sentencia condenatoria

in f r inge eI  pr inc ip io  de igualdad del  ar t .  L4 C.E,  dado que e l

recurrente, como contribuyente, ha sido discriminado respecto

de los demás aL no poder ampararse en 1a pseudoexcusa

absolutoria introducida por la Disposición AdicionaL

decimot,ercera de Ia tey L8/L99L,

Solicita que se otorgue el amparo pedido y se

ordener €n tanto se sustancia este recurso de amparo, la

suspensión de la Sentencia de La Sala Segunda del Tribunal

Supremo.

4, Por providencia de 23 de febrero de 1'994, 1a

Sección Cuarta acordó admitir a trámite l-a demanda y acordó

formar pieza separada para 1a tramitación del incidente sobre

suspensión, y conforme determina el art,.  56 de La LOTC, conce-

der un plazo común de tres días a la parte recurrente, al- Abo-

gado del Estado y aL Ministerio Fiscal, para que aleguen 1o

que estimen pert, inente sobre la 
'suspensión 

interesada.

5. E1 Abogado del Estador €tr su escrito de alega-

ciones que tuvo entrada ante este Tribunal- Constitucional- eL

dÍa 2 de marzo de L994r  s€ opuso a la  suspensión so l ic i tada

por la parte actora, por considerar que tal medida perturbaba

gravement,e el interés público en l-a e jecutividad de Las
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Sentencias f irmes. Por 1o que se refiere a la pena privativa

de l ibertad, al igual que l-as penas accesorias gue conlleva,

afirma que únicament,e procederfa Ia suspensión cuando e1

recurrente acreditara que se ha denegado Ia condena

condicional. En cuanto a las multas, enti-ende que no procede

la suspensión, pues Ia estimación del- amparo podrfa dar lugar

a la devoLución de las cantidades y en caso de insolvencia,

cabr ia  la  suspensión de la ,  responsabi l idad personal

subsidiaria. Finalmente, que no procede Ia suspensión ni de La

pérdida de posibi l idad de obtener subvención o acceso al

crédi to  of ic ia l ,  r i  de l -os benef ic ios,  incent ivos f isca les e

indemnizaciones .

6. Por escrito present,ado el dla 4 de marzo de

L993, ef demandante formuLó sus alegaciones, en l-as gue se

argument,ó acerca de Ia procedencia de l-a suspensión

solicit ,ada; señal-a, dI respector güe la naturaleza de las

penas impuestas por e1 Tribunal Supremo conlleva el que su

ejecución resulta prácticamente irreparable, ademásr Do existe

perlurbación de l-os intereses generales, dado que las cuantias

económicas se hal-Lan aseguradas por hallarse consjgnada y

deposi tada a efect ,os regular izadores los 128.000.000 de ptas.

suscr i tos en deuda públ ica especia l .  La no suspensión de La

pena confLevarfa indeseadas consecuencias, pues eL actor

precisaria, para el pago de las cantidades a que ha sido

condenado, emplear Ia cantidad correspondiente a los tÍ tulos

de deuda prlbl ica suscrit ,a. En definit iva, si no se accede a La

suspensión de la resolución impugnada, se haria perder al

recurso de amparo su f inal idad.

7.  E l  Min is ter io  F iscal - r  € t r  su escr i to  de

alegaciones regis t rado eI  d ia  9 de marzo de 1993,  señala que

conforme a La doctrina de este Tribunal- Constit ,ucional,

tratándose de penas privativas de l ibertad, procede la

suspensión de las mismas,  as i  como de las accesor ias,  pero en
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lo relativo a las sanciones de contenido pecuni-arior y a l-as

muLtas, dl no producir un quebranto irreparable, a Los f ines

del  recursor  oo debe suspenderse su e jecución,  y  en caso de

arresto sustitutorio, tal medida serÍa remediable (ABC

2L5lLeBe) .

II. FTTIDAT,ÍE}TIIOS JI'RIDICOS

1.  EI  ar t .  56.1.  de la  I - ,OTC dispone que la  Sala que

conozca de un recurso de amparo suspenderá, de oficio o a

instancia de parte, la ejecución de Los actos de los poderes

públicos por razón del cual se recl-ame eL anparo

const, i tucional cuando Ia ejecución de1 mismo harla perder a1

amparo su f inal idad; no obstante, fo cuaL, podrá negarse l-a

suspensión cuando de ésta pueda seguirse perturbación grave de

Los intereses generales o l ibertades públicas de un tercero.

, Las reglas estabLecidas en el cit ,ado art, icul-o de

la LOTC permiten decretar l-a suspensión provisional de la

ejecución de las penas privativas de l ibertad en tanto eL

presente recurso sea resuel to  ya eüe,  de lo  contrar io ,  s i  se

otorgase en su dia el amparo éste perderfa su f inal idad, pues

el actor habrfa cumplido para entonces parte de la pena

pr ivat , iva de l iber tad (AATC 98/L983,  L79/L984 y LL6/1990 |

ent re ot ros muchos) .

AI seguir l-a misma suerte que la pena principal a

la que acompañan, Ias penas accesorias de suspensión para

cargo público o sufragJ-o durante el tiempo que dure la condena

deben quedar  también suspendidas (AATC L44/L984 y 244/L991) .

2. Respecto a l-as indemnizaciones y, en general, a

aquellas sanciones que suponen eI pago de una cantidad de
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dinero, este Tribunal ha decLarado reiteradamente gu€r en

principio, no implican un perjuicio irreparable e irreversible

que pueda convert ir en inúti l  el- presente recurso, Por 1o que

procede confirmar la ejecución de l-a Sentencia, Lanto en

reLación con las multas impuestas, como en lo concernient,e al

pago de l-as indemnizaciones a la Hacienda Pública y las costas

del  proceso.

Por últ imo, tampoco procede suspender 1a ejecución

de la Sentencia respecto a 1a pérdida de la posibi l idad de

obtener subvenciones, acceder a créditos oficiaLes o gozar de

beneficios f iscales, pues razones evidentes de interés general

as f  Lo  aconse jan .

En virtud de todo 1o expuesto, la Sal-a acuerda

suspender la ejecución de la Sentencia objeto de irnpugnación

únicamente en l-o refativo a las penas privativas de l ibertad y

accesorias de suspensión de cargo público y derecho de

sufragio, manteniéndola en todo Lo demás.

Madrid, a once de abriL de mil novecientos noventa

y cuatro.
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